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HOMICIDIO AGRAVADO/ NIEGA REDENCIÓN DE PENA  POR MALA CONDUCTA / NOM BIS IN IDEM / NO SE VULNERA POR SANCIONES DISCIPLINARIAS DEL CENTRO PENITENCIARIO Y NEGATIVA A REDENCIÓN DE PENA / CONFIRMA La norma en cita claramente indica que el Juez de Ejecución de Penas debe valorar no solo la apreciación que se haga del trabajo, estudio o enseñanza, sino también la conducta del interno, dando vía libre al funcionario para que, en el evento de ser negativa dicha evaluación, se abstenga de conceder las redenciones deprecadas.

En este caso se sabe que si bien la calificación otorgada por trabajo al sentenciado CLV fue sobresaliente, su comportamiento dentro del penal fue catalogado como malo, lo que por supuesto impedía que se le concediera la redención reclamada, de conformidad con la norma en mención, por coincidir el periodo de esta última evaluación con el de las horas dedicadas a trabajo, sin que ello implique vulneración a su derecho a la redención de penas, toda vez que su no reconocimiento obedece a una actuación del mismo recluso.
(…)

Como se indicó en la decisión por medio de la cual se abstuvo el a quo de reponer su inicial providencia, esa sanción que se le aplicó al señor CLV en el interior del penal fue consecuencia de la violación del régimen disciplinario, y por ende el hecho de que el juzgado, en atención a los lineamientos legales, más concretamente de lo reglado en el canon 101 de la Ley 65 de 1993, negara la redención de pena reclamada por el sentenciado, no significa una violación al principio del non bis in ídem, por tratarse de dos perspectivas totalmente diferentes: una la disciplinaria y la otra de índole judicial. De allí que con buen tino el despacho de primer nivel trajo a colación lo que al respecto señaló la Corte Constitucional en Sentencia C-554 de 2001, donde se clarifica tal situación.
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         Acta de Aprobación N° 231
                                                                      Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la apelación interpuesta por el apoderado del señor CAMILO LOAIZA VASCO contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por el cual negó la redención de pena por trabajo solicitada a favor del sentenciado.
2.- PROVIDENCIA 
El señor CAMILO LOAIZA VASCO fue condenado en enero 30 de 2013 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Manizales (Cds.) como autor responsable del punible de homicidio agravado cometido en contra del ciudadano DIVIER RODRÍGUEZ ZULUAGA, a una pena de 200 meses de prisión, providencia en la que se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

La vigilancia de la sanción le fue asignada inicialmente al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, y por redistribución posteriormente le fue trasladada tal competencia a su homólogo del Juzgado Cuarto, por cuanto el sentenciado se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta capital.

En abril 17 de 2017 el Director de dicho penal envió documentación al referido despacho para que se estudiara la viabilidad de concederle redención de pena por trabajo, y al efecto allegó la documentación correspondiente.

En auto de abril 26 de 2017 el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas no concedió lo pedido, al considerar que el sentenciado CAMILO LOAIZA VASCO no cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 101 de la Ley 65/93 para acceder a la redención de pena solicitada, toda vez que en la evaluación del trabajo realizado su desempeñó fue sobresaliente, además que su conducta fue calificada como mala en el periodo durante el cual cursó las horas de trabajo -diciembre de 2016 y de enero a marzo de 2017-. 

En mayo 30 de 2017, el apoderado del señor CAMILO LOAIZA, eleva petición al Juzgado  en la que solicita se le reconozca la redención de pena por haber laborado 832 horas durante los meses de diciembre de 2017, y de enero a marzo de 2017  y que la cárcel explique porque no ha sido enviado a fase de mediana seguridad y una vez se informe lo anterior, se le reconozca el beneficio administrativo de las 72 horas.

Por auto de junio 8 de 2017, el despacho de primer nivel estimó que si bien la decisión proferida en abril 26 de 2017, por la cual negó la redención de pena al interno CAMILO LOAIZA, le fue comunicada a este, quien para ese momento no contaba con defensor, por lo cual dispuso notificarle a su actual apoderado la referida providencia, para que si a bien lo tiene interponga los recursos de ley.

3.- RECURSO

3.1.- El apoderado del sentenciado presentó al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas en noviembre 22 de 2017, recurso de reposición y en subsidio de apelación
, donde pide se le reconozca la redención de pena a su cliente, con fundamento en los siguientes argumentos:
- Con la decisión del juzgado de negarle la referida redención a su cliente debido a que su conducta fue catalogada como mala, le impone al mismo una doble sanción no solo por dicha negativa, sino además por la suspensión de las visitas.

- Luego de transcribir el canon 101 de la Ley 65/93, estima que lo relevante de la concesión de la redención es la apreciación que se haga del trabajo y en este caso fue catalogada como sobresaliente y aunque dicho canon igualmente dispone que también se observará la conducta del interno, ello no es determinante para conceder lo pedido, en tanto el juez debe valorar en su integridad la evaluación y conducta del sentenciado, misma que si bien fue considerada como mala, el joven CAMILO LOAIZA, fue sancionado con suspensión de visitas durante un largo período, lo cual hace improcedente la negativa del reconocimiento pedido, pues con ello se   vulneraría el non bis in ídem, al imponerle una doble sanción por una misma circunstancia fáctica.

3.2.- Interpuesto por la defensa el recurso de reposición y en subsidio de apelación, el despacho por auto de enero 19 de 2018, al desatar el primero y en punto de la presunta vulneración del non bis in ídem, con fundamento en jurisprudencia constitucional, estima que una situación fáctica puede ser valorada desde diferentes perspectivas del derecho, sin que ello implique vulneración de tal precepto, ya que dicha prohibición va encaminada a que en igual ámbito legal, la misma autoridad u otra, sancione de manera repetida la conducta.

En el presente asunto por resolución de enero 20 de 2017 el consejo de Disciplina del Establecimiento Penitenciario de Pereira sancionó con pérdida de 10 días de visita a CAMILO LOAIZA, por infracción al régimen de disciplina   al portar un arma cortopunzante en el interior del penal, pero lo que decidió el despacho fue la improcedencia de reconocer tal redención por incumplir un requisito legal, por cuanto la evaluación de la conducta es negativa, por lo cual no puede reponerse la providencia emitida por el Juzgado. Procedió en consecuencia el a quo a conceder el recurso de apelación presentado de manera subsidiaria.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) no accedió a conceder la redención de pena por trabajo solicitada a favor del sentenciado CAMILO LOAIZA VASCO.

Según lo consagrado en el Código Penitenciario y Carcelario -Ley 65/93-, el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad es el encargado de reconocer la redención de pena por trabajo, estudio y enseñanza, y en el asunto sometido a estudio se pidió con ocasión del trabajo desarrollado en el penal, lo cual está regulado específicamente en el artículo 82, el cual dispone:

“[…] El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por trabajo a los condenados a pena privativa de libertad.

A los detenidos y a los condenados se les abonará un día de reclusión por dos días de trabajo. Para estos efectos no se podrán computar más de ocho horas diarias de trabajo.

El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad constatará en cualquier momento, el trabajo, la educación y la enseñanza que se estén llevando a cabo en los centros de reclusión de su jurisdicción y lo pondrá en conocimiento del director respectivo”.

Es claro para la Colegiatura desde tiempo atrás que la aludida figura tiene la condición de un derecho al ser una disposición de carácter objetiva, y en consonancia con lo indicado tanto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal -sentencia julio 02 de 2015- como por la H. Corte Constitucional -sentencias T-213/11 T-288/15 y T-718/15-. Adicionalmente, la Ley 1709/14 en su artículo 103A así lo consagra expresamente: “[…] La redención de pena es un derecho que será exigible una vez la persona privada de la libertad cumpla los requisitos exigidos para acceder a ella […]”
 
Se infiere de lo anterior entonces, que si bien la redención de pena en cualquiera de sus modalidades es un derecho, el mismo es exigible siempre y cuando se cumplan los presupuestos legales para acceder a esta, los cuales están señalados en el artículo 101 de la Ley 65/93 de la siguiente manera:

“[…] El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, para conceder o negar la redención de la pena, deberá tener en cuenta la evaluación que se haga del trabajo, la educación o la enseñanza de que trata la presente ley. En esta evaluación se considerará igualmente la conducta del interno. Cuando esta evaluación sea negativa, el juez de ejecución de penas se abstendrá de conceder dicha redención. La reglamentación determinará los períodos y formas de evaluación […]”
La norma en cita claramente indica que el Juez de Ejecución de Penas debe valorar no solo la apreciación que se haga del trabajo, estudio o enseñanza, sino también la conducta del interno, dando vía libre al funcionario para que, en el evento de ser negativa dicha evaluación, se abstenga de conceder las redenciones deprecadas.

En este caso se sabe que si bien la calificación otorgada por trabajo al sentenciado CAMILO LOAIZA fue sobresaliente, su comportamiento dentro del penal fue catalogado como malo, lo que por supuesto impedía que se le concediera la redención reclamada, de conformidad con la norma en mención, por coincidir el periodo de esta última evaluación con el de las horas dedicadas a trabajo, sin que ello implique vulneración a su derecho a la redención de penas, toda vez que su no reconocimiento obedece a una actuación del mismo recluso.
Tampoco puede considerarse, como equivocadamente lo plantea el abogado recurrente, que con la decisión adoptada por el juez que vigila la pena de su cliente, se vulnere el non bis in ídem, por cuanto en su sentir con una misma situación fáctica se le impone una doble sanción: la negativa de la redención de pena y la suspensión de las visitas.

Y es que por encontrarse el señor CAMILO LOAIZA privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, debe someterse al reglamento disciplinario para quienes ostentan esa especial condición de sujeción con el estado, y de conformidad con lo allegado al dossier, lo que se sabe es que el mismo infringió tales normas, lo que ameritaba a nivel disciplinario la imposición de las sanciones a que alude el canon 123 del Código Penitenciario, modificado por el artículo 78 de la ley 1709 de 2014, al observarse que el interno incurrió en una falta catalogada como grave -Tenencia de objetos prohibidos como armas
-, por lo cual se le impuso la suspensión hasta de diez visitas sucesivas.
Como se indicó en la decisión por medio de la cual se abstuvo el a quo de reponer su inicial providencia, esa sanción que se le aplicó al señor LOAIZA VASCO en el interior del penal fue consecuencia de la violación del régimen disciplinario, y por ende el hecho de que el juzgado, en atención a los lineamientos legales, más concretamente de lo reglado en el canon 101 de la Ley 65 de 1993, negara la redención de pena reclamada por el sentenciado, no significa una violación al principio del non bis in ídem, por tratarse de dos perspectivas totalmente diferentes: una la disciplinaria y la otra de índole judicial. De allí que con buen tino el despacho de primer nivel trajo a colación lo que al respecto señaló la Corte Constitucional en Sentencia C-554 de 2001, donde se clarifica tal situación.

En esas condiciones, no son de recibo los argumentos planteados por el togado apelante,  y por ende no puede accederse a su pretensión encaminada a que se le otorgue la redención pedida en favor del señor CAMILO LOAIZA VASCO.
Por lo anterior, la Colegiatura no accederá a las pretensiones del recurrente y confirmará la providencia dictada por el despacho a quo. 
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que fue objeto de apelación, por medio del cual negó la concesión de la redención por trabajo solicitada a favor del sentenciado CAMILO LOAIZA VASCO.
Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Con antelación a ello, el apoderado del señor LOAIZA VASCO presentó acción de tutela contra el referido Juzgado por no haberle dado respuesta a su petición, cuyo conocimiento correspondió a esta misma Corporación, y donde se dictó sentencia en noviembre 20 de 2017, declarándose la existencia de un hecho superado


� Ver artículo 121 de la Ley 65 de 1993, sobre la clasificación de las faltas. 
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